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Cartagena de Indias D, T. y C 

Honorables: 
Magistrados 
CORTE CONSTITUCIONAL 
E. S. D. 

^ \ ÉL CiTÓ^^ 

lA-v CU? 

Referencia Acdón pública de inconstitucionalidad contra el Artículo 29 (Pardal) de la Ley 1454 

de 2011 „ 

2. 

3. 

4. 

Respetados Magistrados: 

MILTON JOSÉ PEREIRA BLANCO, dudadano colombiano, identificado con la cédula de dudadanía número 
No. 1.128.057.977 de Cartagena, TP179.691 del C.S.J. domidüado en la dudad de Cartagena, y EMILIO RAFAEL 
MOLINA BARBOZA, dudadano colombiano^, identificado con la cédula de dudadanía número No. 
1.047.413.449 de Cartagena, domidliado en la ciudad de Cartagena en uso de nuestros derechos y deberes 
dudadanos consagrados en los Artículos 40 numeral 6* y 95 numeral 7" de la Constitudón Política, nos dirigimos 
a ustedes para interponer la presente Acdón Pública de Inconstihiríonalidad y demandar por inconstitudonal 
el Articulo 29 (parcial) de la Ley 1454 de 2011 " por la cual se dictan normas orgánicas sobre ordenamiento 
territorial y se modifican otras disposiciones", pjor cuanto descontxre y vulnera el numeral 7 del artículo 313 de 
la Constitudón Nadonal al ser contrario a las competencias normativas de los Concejos Mtmidpales y 
Distritales, de acuerdo con lo siguiente: 

I. HECHOS 

Que el día 14 de dídembre de 2018 presentamos escrito de inconstitudonaüdad amtra la ley 1454 de 
2011 articulo 29 (parcial) ante la honorable Corte Constitucional. En la demanda se sostuvo lo siguiente: 
El literal a del numeral 2 del artículo 29 de la ley 1454 de 2011 establece que es competenda de los 
Departamentos expedir directrice.s y orientadones para el ordenamiento de sus territorios que 
"determinen" los escenarios de uso y ocupación del espacio, lo que se constituye en una limitación y 
restricdón injustificada de ia facultad de ios concejos municipales o distritales de los municipio o 
distritos del ejercicio de la.s competencia.s conslituctonales señalas en el articulo 313.7 de la C.N. 
relacionado con la reglamentación del uso dd suelo al desbordar la facultad legislativa (Competencia 
legi.slativa restringida) más alia de su regulación mínima necesaria para que se ejerza por parte de los 
concejos su competenda, sin desnaturalizarla. Tal desnaturalizadón se presenta, por aianto señalar 
que los Departamentos deben "determinar" los e.scenario.s de uso y ocupadón del fcspado afecta el 
núcleo esendal de la facultad de reglamentar los usos del suelo en cabeza de kxs concejos munidpales 
o distritales. 

Que el día 25 de enero de 2019 se repartió ía demanda, arrrespondiendo su estudio a ia Mag. Diana 
Fajardo Rivera. 
Que el día 11 de febrero de 2019, mediante auto, la demanda antes mencionada y con radicado intemo 
D-13048 fue inadmitida con fundamento en que el cargo carena de certeza, especificidad y suficiencia. 
Que el día 15 de febrero de 2019 presentamos escrito de corrección, sin embargo la demanda fue 
rechazada mediante auto de 1 de marzo de 2019 sosteniendo los mismo argumentos cxpuesttxs 
mediante auto de 15 de febrero de 2019, a saber: 

l'.V'.l -'? •-" 

Scanned by CamScanner 



4.Í. La norma dí'mandada no concede a los departamentos la potestad de detírrminar, es decir, de 
delimilai (»señalar limites concretos en la materia que se debate. Precisamente, al contrario, hacen 
referencia a '\triaitiicioiirii", "dmctrkes" y "¡niHlkas "(|ue tales entidades territoriales pueden 
formular sobre el ordenaiiiieiilo del íerrilorio, uso y ocupación. 

4.2. Las norma.s demandadas no establecen una obligación o un deber para los departamentos, sino una 
competixicia de lo.s órganos políticos correspondientes, la cual puedo o no ser ejercida. Lo.s actores 
asumen un significado que prima fai ic no es derivable de los preceptos objeto de ta demanda, de 
HUHIO que resultan censurando contenidos normativos inexistentes, 

43. l os demandantes dan (lor sentado que la posibilidad, para los departamentos, de establecer 
directrices, políticas u orientaciones sobre lo.s rusos y ocupación del espacio es igual a determinar 
las reglas al respecto, pero no proporcionan razones fundada.s en la literalidad de los textos 
acusados o en otros método.s de interpretación, que permitan llegar a ia conclusión (...). 

5. A nuestro juicio el cargo planteado cumple con los presupuestos jurisprudenciales para ser estudiado, 
y los argumentos dados en el exp. D-13048 son argumentos de fondo sobre la inconstitucionalidad o 
exequibilidad de la norma demandada. Así las co.sas, procedemos a ajustar la demanda del asunto y 
pueda ser estudiada por la Honorable Corte Constitucional. 

II. NORMA ACUSADA 

Transcribimos a continuación la Norma Acusada: (se subraya la parte de la Norma, la cual se solicita su 
Inexequibilidad) 

Articulo 29, Distribución de competencias en materia de ordenamiento del territorio. Son competencias de la 
Nación y de las entidades territoriales en materia de ordenamiento del territorio, las siguientes: 

2. Del Departamento 

a) Establecer directrices y orientaciones para et ordenamiento de la totalidad o porciones específicas 
de su territorio, especialmente en áreas de conurbadón con el fin de determinar los escenarios de 
MSfl_v ocupación del espacio, de acuerdo con el potencial óptimo del ambiente y en función de Ins 
objetivos de desarrollo, potendalidades y limitantes bíofisicos. económicos y culturales. 

(...) 

IIL NORMAS CONSTITUCIONALES INFRINGIDAS 

Nos permitimos señalar la nonmatividad Constitucional infringida: 

Articulo 313. Corresponde a los concejos: 

(...) 

7. Reglanaentar los usos del suelo y, dentro de los límites que fije la ley, vigilar y controlar las actividades 
relacionadas con la construcción y enajenación de inmuebles destinados a vivienda. 
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IV. FUNÜAMEtsrrO DE LA SOLICITUD 

Se fundaroenla jurídicamente el ejerció de esta acción pública y a la vez de un derecho del dudadano a partídpar 
en el ejerció y control del poder fKílítico en d artículo 40 numeral h de la Constitución Nacional el cual nos faculta 
para interponer acciones públicas, como es del caso en dcíen.sa de la Constitución y de la Ley, además el artículo 
4 de la Constitución Nacional que contiene el principio de supremacía constitucional y el artículo 241 numera! 4 
que señala como autoridad competente a ia Corte Constitucional para conocer de las demandas propue.slas en 
contra de las leves; asi mismo tenemos como fundamentos en derecho la.s reglas legales, contenidas en el Decreto 
2067/1991 que ítace referencia al Régimen Frocediipenlal de los Juicios y Actuaciones que deben surtirse ante la 
Corte Constitucional. 

V. COMPETENCIA 

La competenda para el conodmiento de esta acdón corresponde exclusivamente a la Corte Constitodonal de 
acuerdo con e! numeral 4 del articulo 241 de la Constitudón Nadonal de 1991 ya que la norma bajo examen 
corresponde formal y materialmente a una ley de la repútblica. 

VI, CONCEPTO DE LA VIOLACION 

En la presente acdón pública se sostiene como tesis central que los apartes demandados limitan y restringen sin 
fundamento alguno, la facultad de los concejos munidpales o distritales de los munidpios el ejercido de las 
competencias conslitudonales señalas en el artículo 313,7 de la C.N reladonado con ia reglamentadón del uso 
del suelo. 

Para efectos de demostrar la tesis expuesta y que sustenta la solidtud de dedaratoria de inconstítudonalidad se 
analizaran los siguientes puntos: 

Como aspectos formales los siguientes: 

1. Naturaleza de la Ley 1454 de 2011 

1.a ley anteriormente señalada es una ley orgánica. Frente a este tipo de leyes es procedente el control de 
corstitudonaiidad a pesar de hacer parte del bloque de constítudonalidad al incorporarse a la C.N v serc'ir a 
partir de ahi como parámetro de constítudonalidad de leyes. Para atar un ejemplo podemos traer a coladón !a 
sentenda C-093 de 2002, en la que se estutjio la ley orgánica de áreas metropolitanas v se resolvió 
declarar EXEQLTBLE el literal a) del articulo 22 de la Ley 128 de 1994. De igual forma, tenemos la sentenda- C-
489/12 que conoció una demanda contra ia ley 1454 de 2011 que hoy se cuestiona y en la que a pesar de que la 
Corte Constítucional se inhibió de fallar por un tema formal, inexplicablemnete exhortó al Gobierno Nadonal 
y al Congreso de la República para que regule lo concerniente a las region€.s como entidades territoriales v 
expidan el proyecto de ley especial que reglamente lo relativo a la conformadón de las Entidades Territariales 
Indígenas. 

Como aspectos sustandales los siguientes: 

3 
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Aspectos Sustandales 

La presente demanda señala como cargo e! siguiente: 

Cargo único; El literal a del numeral ? del artu ulo :.'> de la ley 1454 de 2011 establece que es competencia de los 
Departamentos exjvdir directrices \s para el ordenaimenlo de sus territorios que deícniiinen los 
escenarios de uso y cKupacion del espacio, Hinitando v restringiendo mjustiíicadainenle la facultad de los 
concejos municipales o distritales de los municipio o distritos de! ejeia icio de las competencias constitucionales 
señalas en el articulo 31.L7 de la C.N relacionado eun la reglamentación del uso del suelo al desbordar la facultad 
legislativa (Comptiencia legislativa restringida) mas alia de su regulación mínima necesaria para que se ejerza 
por parte de lixs concejos su competencia sin desnaturalizaiia, 

Tal desnaturalización se presenta, por aianlo señalar que los Deparlamentos delcnuiuuii los escenarios de uso y 
ocvipacion del espacio a travos de directric-es y orientaciones afecta el nticleo esencial de la facultad de 
reglamentar los usos del suelo en cabeza de los concejos municipales o distritales. 

Para sustentar el cargo planteado revisaremos los siguientes puntos: 

1, Asuntos sujetos a regulación de la Ley Orgánica de Ordenamiento Territorial (LOOT). 

En este punto analizaremos las materias que st^gun la Constitución Nacional quedarían sujetas a una Ley 
Orgánica de Ordenamiento Territorial, esto es, la LCXiT. 

La C.N en ei articulo 151 señala expresamente que las leve.s orgánicas regulan los siguientes asuntos; (...) los 
rcyhntu'uios de! Congreso ¡/ de eadn una de las cámaras, ¡as nonmrs sobre prejmaciou, aprobación y ejecución del 
pr'isupHcsío de rentas y Ly de apropiacioiies y del plan generiil de desarivlhi, u las rclnlii'as a la asignación de competencias 
nonimtivas a las entuiadcs tcrntonait's. St^p'm la Corle Constitucional en sentencia C-4H9-12, la asignación de 
competencias normativas a las entidades territoriales concretamente lo.s articu!o.s L50.4, 286', 288', 297', 307*, 

' Son entidades territoriales li>s viepariainentos, los distritiv., los municipios v los territorios indigcnas. Isi ley pcntrá darles el 
carácter de entid.ides territoriales a las ivgione.s y provincias tjue M' constituv.in en los lermiiuis de la Constitución y la lev. 
' Una Ley orgánica de ordemimienio teiTilonal eslalvlecerá la distribución de competencias entre la Nación y las entidades 
terriiori.i!es. l.iis compeíencias atribuidas a lo-, tlistinlos niveles territoriales s<>r,in ejercidas conforme a los principios de 
ciKirdinaeión, concurrencia y sulisidiuiriedail en ios términos que est.il'le/ci la lev 
' L! Conga-so Nacional puede deca-lar ¡a tonuacion de nuevos departamenlos. siempre que se cumplan los requisitos 
exigidos c-n ta ley orgánica del ordenamiento territorial y una vez veriticado.s los procetlimientos, esludios y consulta ¡.Hipular 
di.spuesto en la Con.slilucion. 
« l.a asipeliva lev orgánica, previo concepto de la comisión tic tmienamiciUo lerritorial establecerá las aMidiciones para 
solicitar la conversión de la región en entuiad teinlorial. ta dtxision tomada por el Congreso se someterá en cada caso a 
relerendo de los ciudadanos de los departamenUvs miervs.uios Li misma ley estabkvera las aliilnu iones, los orgaims de 
adnunisíracion, y lo.s retiirsos de las mgu.nes v su participación en el manejo de los ingresos prov ementes del {ondo'n.u ional 
de regalías. Igualmente deímir.i ios principios par.i la .idopcion de! estatuto cspeci.il de cuLi región 



.le nena- c 

norma 5% 
Xaaon\ 
cniKTX»!e; 
M, 
par;. Ce 
3er?-'-i'i, 

a Consíiuscttia l'alílita han esfabíecidu de forma literal la "rcsemi de letf orgánica". Eo estas 
s-^. -í s. ,]oe medieiíe el Uan nía propio de csle tipo de leyes se regulan aspeclos reiatioiiados con la 

acíon terriíoiial. 

.r! rübre !<>• maíert.is objí'to de la 1 tX)l en M«níenua iuWtA/úS que ; (...) ha de regular 
. . ty la org.munnoti de los podefes públicos en función dei territorio, de 

.i)tidiaon|es v reijuisitos de exi.stentia de las ( ntidades territoriales y 
immi-iraíua.- deí íerritorio,ia.si como su régimen jurídico básico; en segundo lugar (ii) 

na. ion rekicionados con til ordenamiento territorial a partir de los cuales se decida la 
1.1 j un.' siiei-Htn territorial- v por ultimo (iu) la asignación de Ctímpetenctas 

d.- \o nórmalo as a las entidades tetritor toles, asi como !a distribución de competencias entre la 
e;--.. • I des lo auil .supone el establecimiento de ciertos mecanismos para dinmir los conflictos de 
laa ciiedan presentar. 

•~t r:. m-'.i k • 5"*' de 2fHÓ se ronliimo Lylínea juri.spiudeneial en la que indicó que únicamente hacen 
rosen, a de lev organna aquellas normaj; señaladas especialmente por el Constituyente y citando la 

' í ,le dispuso que la duda en )el caso de si una determinada materia tiene reserva de ley 
ersc a favor del legLSiador ordinario por dos motivos: (i) la existencia de una cláusula 

> ...enpe.eiiviu j ta\or dd legislador, \) el hecho de que las limitaciones propias de las leyes 
- i jnslitm en un limite ai proceso dermxrptjco Sobre este mismo punto se indicó que, "/, a resercü de la 

. • •u1e<\zm;c::tc terrihmal, ver inHiir^c iln una rotruam a la iKin'ídeid de! legislador ordinario, constituye 
, : y. '-líi'-ú-eirir ¡me, por lo im>mo, dchr míerjwetíirse en forma rcstricliva y 

• .as. -u ¡s. , , cíc-üe aqu -üa^ malcnas cxfresammie reservadas por el ConsMuyenle para 

Finalmente señalo en dicha Sentenaa qus' las materias propias del ordenamiento territorial que deben regularse 
mediante lev orgaraca podían c'aiitisarse en dos grandes grupos: en primer lugar \ú la distribución y asignadón 
d " • • • dades lerritonalcs. de acuerdo con el mandato del articulo 288 de la Carta, 

; • i.- 'OS fwepctonales, en los cuales la Constitución ditiere a la lev orgánica de 
O' 'O íerrilonal el tratarnienlo sie ciertos asuntos especilicos sin que exista un criterio general y uniforme 
quí. iiay a orientado al Cun,sí5iuc enle para exigir la regulación de esta.s drstintas materia.s a través de ley especial. 

".ícipirts tfr!e,.!n rcí.niane. ivonorfiícas, socidks v (isu «w. que den al runjunlo c.ímcíeristtca.s de un área 
d, .srdi-sirr.eníe. nrníuruí adoptara para las artas meírop,iíiUnjs un ri-gimen adminislT.itivi,» v 

. «'íKaee,. de admmistfíK-kiii tengan adecuad.! padieipadún las rcspecti^ 
1 . e ; s -,..s.n.oa ,a s.mti,; de ennvac.ir > re.ili/ar las o.nsulías jiopubres que dw'idan i.i vinculación de los 

'^'n^'-'""H'"'i':píi'*"k-rrik.ntJSÍndigenascm-unvivinns,pt-rtentTOmtes.uinm!^^^ 
^^•'''"'' vi a-..-m. ..vs.,e y í.pra el mgimen administrativo de las proviudas que pixlrán orginujrse para et 

- e .u L-, fanoones que ios deleguen bs entidades n-ioonales o departamental y ijue les asignen la ley y kw 

• CJ . 

erder,.s.ri,.c.u:e t,,¡iL( r, 
ormunidado irdigvio-

•dos lerntonales tnJigenas s*- haw con siij,s'ión a lo dispuesto en i.i by orgame.i de 
- • -l <di 'hiento NackinaL con p.-irt.cip.icion de tos representantes de las 

•.epíoJei.. ;., ,• ;i de oidenamiei-ifo ierriíorial ( ..). 
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Por otra parto se debe destacar ia Seníencia 0093 de 2002 en la cual se efectuó el control de constitucionalidad 

del literal a) del artículo 22 de la Lev 128 de 1994, "por !a auil se expide la Ley Orgúmat de las Áreas MetropoUtanas", 

mediante la cual la Corte cslabledó que: 

"í í? Ceristífiif/éw Polítiai iinie prevhio qtte ciertas malcrías deben ser reguladas a través de leyes 
orgamais, esto es yne el reglamenta del Congreso, la ley de prcsupuespu y apropiaciones, ¡a ley del pían y 
!,! ¡ev de ímSenmniento Ierriíorial requien-n para su aprobación la mayoría nbsolula de ios miembros de 
una v Cira cámara - ariicnlos 151, 288, 297, 307, 319, 329, 349 y 352 CP.-. Y la jurisprudencia 
ivnsutuciiynu! ha puntualizado que para que una ley, que por razón de la materia debe ser dictada como 
orgántcú, cumpla con d dictado cimstiltickmal de haber sida aprobada por la mayoría absoluta de los 
miembros de una y otra cámara, no solo se requiere que la inicialiva alcance tal mayaría, sino que, además, 
la iniciativa liam sido propuesta como orgánica, condición que ha debido manlenerse a ¡o largo del 
tramite, de manera que la ínlencián deí Congreso de expedir, por razón de la materia, una ley conforme 
al trámite previsto en el artículo 151 constilucional resulte clara y contundente". 

En la ^ntencia 795 de 2000, ia Corte Constitucional dirimió en este caso el asunto de sí la l^y Orgánica de 
Ordenamiento Territorial debía ser expedida en un único cuerpo o en varios, frente a lo aial manifestó lo 
siguiente: 

"(...) la reseroa de ley orgánica es de aplicacián restrictiva, como quiera que condiciona la actividad 
parlamentaría y puede comprometer la cláusula general de competencia del Congreso, de manera que 
aunque, la expresión 'Ley de Ordmamknto Territorial', utilizada en varías disposiciones constitucionales 
-artículos 288. 297, 307, 319 y 329-, podría ser entendida en el sentido de que el Congreso debe 
reunir en un solo cuerpo normativo todas las materias relativas a la configuración territorial 
del Estado, tal interpretación no es de recibo. 

Lo anterior porque el propósilo de las leyes orgánicas, en general, consiste en regular el ejercicio de la 
actividad legislativa en torno de las mayorías parlamentarias que requieren la adopción de aquellas 
asuntos previamente determinados por la Carta, por razón de su csencialidad con el funcionamiento del 
Estado, y el de las leyes de ordenamiento territorial, en particular, en salvaguardar, por conducto de ¡as 
mayorías parlamentarias exigidas para la adopción de asuntos relativos al ordenamiento territorial, '{...) 
la autonomía territorial y los derechos de ¡as entidades territoriales'. 

De ahí que se haya considerado que disposiciones relativas a asuntos no sujetos a ¡a reserva de ley orgánica 
pueden estar contenidas en un salo texto con aquellas que desarrollan aspectos no sujetos a tal reserva, 
sianpre que guarden entre sí la concatenación material exigida por el artkido 158 superior. Y, así 
mismo, se ha dicho que ¡o relativo al ordenamiento territorial, que debe tramitarse como ley 
orgánica, bien puede desarrollarse en diversos cuerpos normativos, siempre que éstos cumplan 
con el limitante de haber sido tramitados ij aprobados como leyes orgánicas". 

Volviendo a la sentenda C-489-12, la Corte Constitucional ha sido enfátíca en señalar que para determinar la 
reserva de ley orgánica en materia de ordenamiento territorial se parte en primer término de los articulas que 
de manera literal ha dispuesto el constituyente como sujetos a dicho trámite de aprobación. Es decir, los artículos 
150.4,236,288,297,307,319,321 y 329. Sin embargo, se ha señalado por parte de la jurisprudencia con.slilucional 
que el criterio puramente literal o semántico no es suficiente ni adeaiado para determinar la Icgisladón orgánica 
territorial, ya que hay otros contenidos que de manera tácito y a partir de su finalidad deben someterse a dicha 
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aprobación. Por otro lado, se ha establecido qmt la LOOT debe regular tres temas que se refieren: (í) a la 
estructura territorial y la organización de los poderes públicos en función del territorio en donde se establecen 
las definiciones, condiciones y requisitos de existencia de las entidades territoriales así como su régimen jurídico 
básico; en segundo lugar (ii) los mecanismos de participación por los cuales se decida la incorporación y 
pertenencia a una división territorial; y por último (iii) la asignación de competencias normativas y no 
normativa.s de las entidades territoriales y la resolución de los conflictos compelenciales con la Nación. 
Igualmente se ha establecido que Jas leyes orgánicas de ordenamiento territorial no tienen que estar contenidas 
en un doaimento único y por ende .se debe hablar de "legislación orgánica de ordenamiento territorial" porque 
la legislación puede ser múltiple y desarrollarse no en una única ley sino en varias leyes orgánicas. De otra parte, 
se ha señalado que una misma ley puede conteneb materias de ley orgánica y materias de ley ordinaria siempre 
que éstas guardai una conexidad temática razonable. Finalmente, se ha dispuesto en materia de reserva de ley 
orgánica de ordenamiento territorial, que cuando existe duda entre si una materia territorial debe tramitarse por 
ley orgánica o por ley ordinaria "la duda debe resolverse a favor de la adopción por el legislador ordinario", ya 
que (i) existe una cláusula general de competencia a favor del legislador y (ii) las limitaciones propias de las 
leyes orgánicas constituyen una restricción al proceso democrático. Por otra parte .se debe tener en cuenta que el 
constituyente estableció en dos arliados la conformación de regiones: por un lado la región administrativa y de 
gestión contenida en el artículo 306 de la CP., que no específica literalmente que se establecerán mediante el 
trámite de la ley orgánica pero que por su finalidad se puede inferir que debe ser aprobadas con tos requisitos 
de esta legislación; y por otro, la región como entidad territorial que se establece en el artículo 307 de la CP., que 
de manera literal indica que se debe regular mediante el trámite de la ley orgánica. Finalmente, el articulo 329 
de la CP. señala que la conformadón de las entidades territoriales indígenas, así como las reladones y la 
coordinadón de estas entidades con aquellas de las cuales forman parte, se hará conforme a lo establece en ia 
ley orgánica de ordenamiento territorial. Es dedr que en este caso se establece de manera literal y específica la 
reserva de ley orgánica para la conformadón de las entidades territoriales indígenas. 

Trayendo a colación nuevamente la sentencia C-093 de 2002, se debe resalta que ia Constitudón no trata de 
manera clara en un .solo artículo o capítulo el contenido general de la legislación orgánica territorial, sino que 
varias disposiciones situadas en diferentes títulos de la Carta aluden a ella. Así, encontramos de manera expresa 
referendas a la legislación orgánica de ordenamiento territorial en los siguientes casos; 

- La asignación de competencias normativas a las entidades territoriales (CP art. 151). 
- La distribución general de competencias entre la Nación y las entidades territoriales (CP art. 288). 
- Los requisitos para la formación de nuevos departamentos (CP art. 297). 
- La condiciones para solicitar la conversión de una Región en entidad territorial (CP art. 307). 
- Los principios para la adopción del estatuto especial de cada región, así como las atribuciones, los órganos 
de administración, y los recursos de las regiones 'ysu participación en el manejo de los ingresos provenientes 
del Fonda Nacional de Regalías (CP art. 307). . 
- El régimen administrativo y fiscal especial de las áreas metropolitanas, asi como los mecanismos que 
garanticen la adecuada participación de las aufpridades municipaks en los órganos de administración de 
estas áreas (CP art. 319). \ 
- Igualmente la forma de convocar y realizar ks consultas populares que decidan la mnculadón de los 
municipios a las áreas metropolitanas (CP art. 3'39). 

- Las condiciones para la conformación de entidades territoriales indígenas (CP art. 329). 

Hecha estas predslones, procederemos ahora analizar el siguiente punto. 

''di.'X 

l ,'; 
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El ordenamiewlo territorial desde el cirdenamiento Constitodonal Colombiano 

íin el presente acápite tic nuestra demanda, nos propom-mos <le(enninarel a!can«» del ordenamiento territo)-ial 
destie el marco normativo de la Constitucional Nadonal y la jurisprudencia de la Ciortc Constitucional 
Colonibiana. 

Pues bir-n. el atlíenlo 5 tle la ley 3H.H de !0<>7, seiwla que el etdeit.imiento <lei territorio comprende un conjunto 
sil' arciones polilito adniintsluUivas v de [tlatnlii «u ión tisna i om criad.is, emprendidas por los municipios o 
distritos V áreas meiropolitanas, en e)»-tdt iii ile la f üiicii'ni pública que les t ompete, dentro de los límites fijados 
por la Constitución v las leve;., en otden a di.sponet <lc in.slniineittns í-íídentes para orientar e! desarrollo del 
leriiforio h.ijo su junsiliccion v cegulai l.i ulili/ación, Irajisíonnadón y <>< upadón liel espado, de acuerdo con 
las e.síraícfáas de vlesarrollo sueioemnomico y en armonía con el medio ambiente y las tradiciones históricas y 
culturales. 

En tal sentido, el ordenamiento del territorio tiene como propósito racionalizar la intervención sobre el territorio 
y propiciar sii desarrollo y aprovechamiento sostenible; de tai manera que, la planeación económica y social, 
pueda complementarse desde su dimensión territorial. 

Es asi armo, ha dicho la Corte Constitucional en su sentencia C-795 de 2000, que la fundón de ordenamiento del 
territorio comprende una serie de acciones, decisiones y regulaciones, que definen de manera democrática, 
participatíva, radonal y planificada, el uso y desarrollo de un determinado espacio físico territorial con aneglo 
a parámetros y orientaciones de orden demográfico, urbanístico, rural, ecológico, biofísico, sociológico, 
económico y cultural. 

Ahora bien, a través de la Constitudón Nadonal se encuentran delimitadas las competencias que respecto al 
ordenamiento territorial atañen a los munidpios o Distritos, siendo necesario recurrir a la ley orgánica de 
ordenamiento territorial, para complementar dicha distribudón de competencias y atribución de fundones entre 
las distintas entidades y niveles territoriales; tal como lo señala el artículo 240 de la Constitudón Nacional. 

Así las cosas, es pertinente resaltar que el artículo 311 de la Constitudón Nacional señala que, al Miinidpio o 
Distrito, como entidad fundamental de la división político-administrativa del Estado, le corresponde ordenar el 
desarrollo de su territorio. 

De igual forma, en armonía con lo anterior, establece el numeral 7, artículo 313 de la Constitudón Nacional que, 
le corresponde a los Concejos Munidpales o Distritales, reglamentar los usos del suelo y, dentro de los límites 
que fije la ley, vigilar y controlar las actividades relacionadas con la construcción y enajenación de bienes 
inmuebles destinados a vivienda 

Concretamente, la Corte Constítudonai en la sentenda C-149 de 2010 se refirió a la función de reglamenitar los 
uso del suelo asignada a los Concejos Municipales o Distritales, mediante el numeral 7 del artículo 313 de la 
Constitución Nadonal, señalando que dicha función se encuentra desarrollada en la ley 388 de 1997, entre cuyos 
objetivos figuran "(i) el establecimiento de los mecanismos que permitan al municipio, en ejercicio de su 
autonomía, promover el ordenamiento de su territorio, el uso equitativo y racional de! suelo, la preservadón y 
defensa del patrimonio ecológico y cultural localizado en su ámbito territorial y la prevención de desastres en 
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asentamientos de alto riesgo, así como la ejecución de acciones urbanísticas eficientes; ii) promover la armoniosa 
concurrencia de ia Nación, las entidades territoriales, las autoridades ambientales y las instancias y autoridades 
administrativas y de planificación, en el cumplimiento de las obligaciones constitucionales y legales que 
prescriben al Estado el ordenamiento del territorio, para lograr el mejoramiento de la calidad de vida de sus 
habitantes; iü) facilitar la ejecución de actuaciones urbanas integrales, en las cuales confluyen en forma 
coordinada la iniciativa, la organización y la gestión immicipales con la política urbana nacional, así como con 
los esfuerzos y recursos de las entidadi'S encargadas del desarrollo dv dicha política. 

Dicho esto, conviene traer a colación que, modiánle la senlcncla C-145 de 2(115, la Corte Constitucional, en cuanto 
a los artículos 311 v 313 numeral 7 de la Constitución Nacional, señaló que dentro de la distribución de 
competencias en materia de oixienamiento territorial, la función de determinar lo.s usos del suelo, afecta a.spectos 
axiales de la vida en comunidad en los .sectores urbano y rural, pues el modelo de desarrollo que adopten las 
entidade,s territoriales incide en las condiciones de vida en aspectos como el económico, el social, el cultural, el 
ambiental, el urbanístico, entre otras, de allí que de.sde el artículo 313 numeral 7 de la Constitución se haya 
asignado esta labor a los concejos municipales, cuyo origen democrático implica un acercamiento de sus 
integrantes con las necesidades de la comunidad y conocimiento de las realidades de cada municipio. 

Adicionalmente la Corte Constitucional, en la misma sentencia, concluyó que la reglamentación de los usos del 
suelo es la más clara expresión de la descentralización y autonomía de las entidades territoriales por cuanto a 
través de ella se diseña y direcdona el desarrollo integral de las personas que habitan el territorio. La 
planificadón de las actividades que pueden realizarse en las distintas áreas de los municipios incide en todos 
los ámbitos: en la protecdón del ambiente sano, en el desarrollo industrial, económico, educativo y cultural de 
las entidades territoriales. 

Finalmente, es necesario señalar que a través del artículo 82 de la Constitución Nadonal, también se hace alusión 
al uso del suelo y se pone de manifiesto la conexión del territorio con el interés general, al señalar, dicha 
disposición normativa, que "Las entidades públicas partidparán en la plusvalía que genere su acdón urbanística 
y regularán la utilización del suelo y del espacio aéreo urbano en defensa del interés común". 

Como conclusión, podemos sostener que, la concreción de la fundón del ordenamiento territorial se encuentra 
delimitada por la Constitución Nadonal, la cual e.spedficamente le asigna competenaas a los Munidpios y 
Distritos, en lo que se refiere a la reglamentación de usos del suelo, como una clara expresión de la 
descentralización y de su autonomía territorial, y que deberá ser complementada a través de la ley orgánica de 
ordenamiento territorial, como el instrumento que contiene los parámetros que termina de colmar la distribudón 
de competenaas relativas a la actuadón y gestión pública de las entidades territoriales en el proceso de 
planificadón y organizadón del territorio. 

3. Los Planes de Ordenamiento Territorial: Concepto, Alcance y Régimen Jurídico. 

En este punto analizaremos el concepto, alcanCe y régimen jurídico de los planes de ordenamiento territorial. 

El plan de ordenamiento territorial de acuérdo con lo dispuesto en el orden jurídico colombiano es el 

instrumento básico para desarrollar el proceso de ordenamiento del territorio municipal. Se define como el 
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conjunto de objetivos, dinvtrices, políticas, estrategias, metas, programas, actuaciones y normas adoptadas para 
orientar y administrar el desarrollo físico del territorio y la utilización del suelo. 

Según la Corte Con.stitucional, la fundón de ordenamiento del territorio comprende una serie de acciones, 
decisiones %• regulaciones, que definen de manera democrática, participatíva, racional y planificada, el uso y 
de.s.irrollo de un determinado espado físico territorial con arreglo a parámetros y orientaciones de orden 
demográfico, urbanístico, rural, ecológico, biofísico, .socttrlógico, económico y cultural. Se trata, ni más ni menos, 
de definir uno de los aspectos más trascendentales de ta vida comunitaria como es su dimensión y proyecdón 
espacial. El plan de ordenamiento territorial es el instrumento a través del cual se reglamentan los usos del 
suelo (Ley 388 de 1997). Con.stituve .sólo una de las estrategias a travé.s de las cuales se implementa la política 
de ordenamiento territorial en el municipio, distrito o área metropolitana. La política de ordenamiento no tiene 
armo objetivo único la regulación del espacio físico, sino que involucra una serie de elementos de vital 
importancia como los individuo.s, las redes sociales, el espacio geográfico, el medio ambiente, los r<;cursos 
naturales v las tradiciones históricas y culturales. Así, la política de ordenamiento territorial propende por una 
adeatada regulación no sólo del uso, ocupación, y transformación de! espado geográfico, sino (ie una 
interrelación entre los diferentes aspectos mencionados. 

Atendiendo tal distindón, se tiene que el plan de ordenamiento territorial como parte de la política de 
ordenamiento, constituye el fundamento de cualquier reglamentación local orientada a evitar impactos 
negativos derivados del uso del suelo. Los reglamentos locales dictados en ejercido del deber de preservación 
dei orden público, que involucren decisiones acerca del manejo del e.spacio, deben sujetarse a las normas 
expedidas por el concejo municipal para guiar y administrar el desarrollo geográfico y la utilización del suelo. 

Frente a lo señalado anterior, también es importante traer a coladón la .sentencia C-351-09, la cual señala que el 
ordenamiento del territorio munidpal y distrital tiene por objeto complementar la planificadón económica y 
social con la dimensión territorial, racionalizar las intervendones sobre el territorio y orientar su desarrollo y 
aprovechamiento sostenible, mediante: (i) la definición de las estrategias territoriales de uso, ocupadón y manejo 
dei suelo, en fundón de los objetivos económicos, sociales, urbanísticos y ambientales; (ii) el diseño y adopción 
de los instrumentos y procedimientos de gestión y actuación que permitan ejecutar actuadones urbanas 
integrales y articular las actuaciones sectoriales que afectan la estructura del territorio municipal o distrital; y, 
(iii) la definición de los programas y proyectos que concretan estos propósitos. Se reconoce ia configuración 
normativa de un Plan de Ordenamiento Territorial a cargo de los munidpios y distritos, como forma de 
concreción del modelo de descentralización en armonía con los principios y normas constitudonales y legales. 
Lo cual determina, para las entidades territoriales, unas competencias, primero, en lo reladonado con la facultad 
regulativa y, segundo, respecto a la adopción de medidas administrativa para controlar, supervisar y sancionar 
el incumplimiento de la normatívidad urbanística. 

La jurisprudencia constitucional también ha dicho que la competencia de las entidades territoriale.s se desarrolla 
dentro de un marco general de referencia, Y es, en concordancia con dichos presupuestos, que el artículo 311 de 
la Constitución Política le impone ai Municipio, como entidad fimdamental de la división político-
administrativa deí Estado, ei deber, entre otros, de "ordenar e¡ desarrollo de su territorio". En ese sentido la Corte 
Constitucional indicó que la función de ordenar el territorio implica una serie de acciones, decisiones y 
regulaciones, que definen de manera democrática, participatíva, racional y planificada, el uso y desarrollo de un 
determinado espacio fí.sico territorial con arreglo a parámetros y orientadones de orden demográfico. 
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urbanístico, rural, ecológico, bioíisk-o, stxriulógico, económico y cultural. .Se trata, ni más ni menos, de definir 
uno de los aspectos más trascendentales de la vida comunitaria como i's so dimensión y proyección espaciar. 

En la ley 388 de 1997 se di.spone la creación dé un Plan de Ordenamiento Ierriíorial a cargo de los municipios v 
distritos, que funcione como un "instmmeñtú básico ptmi desiirraUar ti proceso de ordenamiento del territorio 
municiptú". Dicho Plan de Ordenamiento Teijritorial e.s definido en la ley anieriormente mencionada "como el 
conjunto ¡k objcHvoí, dirccttice», políticas, eslntégína, metas, prúgramas, aclum imu s y uonmis mioptndas pura orienta'- y 
ihimiiustnn el íkstirrollo físico del krriíoria y la ijHlizackni de! suelo" (artículo 9) y establece entre sus componentes 
el urbano, el cual esta constitirido, a>mo su nómbre lo indica, "por las polítu ii% at t iones, piognmMS u normas para 
encauzar y miminisi!vr et desarrollo físico Urbano" (artículo 11), que implica "la expedición de normas 
urbanísticas ' (numera! I! dd artículo 13), las quaJes "regulan el uso, la ocupación y el (iprnoivhamicnto del suelo" y se 
dividen en normas estructurales y generalés, siendo, estás ultimas, 'aquellas que pernnlen establecer ruó- i 
¡ntensidúd de usos del suela, así como aiiuafiones, traímnientos y procedimientos de parcelación, urluraizacum, 
cúnsirucciáti e incorporación al desarrollo de las diferentes zonas comprendidas dentro del perímetro urtuino y si,e'j> de 
expansión. Por cmtsigmenle, otorgan derechos e imponen obligaciones urbanísticas a los propietarios de tern-nos y a s;o-
constructores, confimtamente con la especificación de los instrumentos que se emplearán para que contribuyan eficazmente 
(1 los obktkm del desarrollo urbano y a sufragar k s costos que implica tal definición de derechos y obligaciones" (numeral 
2 artículo 15). 

Así es que, en cumplimiento del artículo 311 de la Constitución, que encarga al municipio la función de ordenar 
el desarrollo de su territorio, la misma Ley 388 de 1997 establece que corresponde a los municipios y distritos 
expedir el mencionado Plan de Ordenamiénto Territorial, lo que, además, implica una competencia, no 
solamente de ordenación, sino también de control y sancionatoria. De lo expuesto, se reconoce la configuración 
normatíi'a de un Plan de Ordenamiento Territorial a cargo de los municipios y distritos, como forma de 
concreción dd modelo de descentralización en armonía con los principios y normas constitucionaies y legales. 
Lo cual determina, para las entidades territoriales, unas competencia.s, primero, en lo relacionado con la facultad 
regulativa y, segundo, respecto a la adopción de medidas administrativa para controlar, supervisar y sancionar 
el incumplimiento de la normatívidad urbanística. 

4. Las Directrices y Orientaciones para el Ordenamiento Territorial Departamental 

En el presente acápite, nos ocuparemos de precisar el fundamento normativo de las Directrices y Orientaciones 
para el Ordenamiento Territorial Departamental; para ello reairriremos a los preceptos normativos contenidc^ 
enla ley 1454 de 2011. 

El artículo 29 de la Ley 1454 de 2011 distribuye las competencias en materia de ordenamiento del territorio entre 
la Nación, ios Departamentos, los Distritos y los Municipios. En relación con las competencias de los 
Departamento.s, la mencionada ley establece que les corresponderá a los Departamentos, lo siguiente, a saber: 

2. Dei Departamento j 

aLEstablgcer directrices y orientadones para el ordenamiento de la totalidad o porciones especificas de 

«T-709-14 
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su territorio, espc^dalmente on áreas de ronurbarión ron el. fin de determinar loa escenarios de uso y 
o<;upji<;;ít)p del fsp.Kit>. de .u uerdo eon s-l p.rt.-m i.il npiiim» del anrbicnte y en función de los objetivos 
deJefHim¿ia.,pî^^^^^ btuítsu<> ,«...n<>itiu<>'ey,.nj]turiales. 

(-) 

De la sana hermentniíica de la antiTÍor proposición normativa, nace en nuestro ordenamiento jurídico, las 
Directricirs y Orientaciones para el Ordenamiento Territorial Dejiarlamenlal, como instrumentos, para las 
entidades territoriales del nivel Departamental, que tienen como propósilo determinar los escenarios de uso y 
ocupación de! espacio en la totalidad o ptirciones específicas de su territorio. 

Al respecto, conviene precisar que, para la Comisión de Ordenamiento Territorial, según el documento 
Lineitmicntos para Adelantar el Proceso de Ordenamiento Territorial Departamental 2013, las directrices de 
ordenamiento territorial departamental, se entienden como el desarrollo de los principales aspectos que son de 
interés departa mental y que deben ser marco de referencia para los procesos de ajustes de los Flanes de 
Ordenamiento Territorial de los respectivos Municipios o Distritos para garantizar que los temas que 
tra.sdenden el ámbito local, se puedan desarrollar de manera coordinada con ei gobierno departamental. 

Así la.s cosas, podemos concluir resaltando que, las Directrices y Orientaciones para el Ordenamiento 
Departamental, a partir de la ley 1454 de 2011, se erigen como un instrumento que les permite a los 
Departamentos determinar la vocación de uso y ocupación de la totalidad o porciones especificas de su territcirio, 
esto condiciona la reglamentadón de uso del suelo de los territorios de los Munidpios y Distritos que lo 
conforman; delimitando, con ello, la utilización del territorio por parte de los Municipios y Distritos. 

5. Fundón y reglamentación del uso del suelo por parte los concejos municipales y distritales. 

Tal como lo dijimos anteriormente, el ordenamiento territorial hace referencia a una serie de acdones que buscan 
como fin último el desarrollo armónico, equilibrado e integral de las diferentes unidades territoriales existentes 
a) interior de un Estado. En el ordenamiento colombiano el principal cuerpo normativo relativo al tema es la ley 
388 de 1997, que actualizó las normas existentes .sobre planes de desarrollo munidpal -ley 9* de 1989- y sobre ei 
sistema nadonal de vivienda de interés .social -ley 3^ de 1991-. La ley 388 de 1997 establece los mecanismos que 
le permiten a los municipios, en ejercicio de su autonomía, promover el ordenamiento de su territorio, el uso 
equitativo y radonal del suelo, y la preservadón y defensa del patrimonio ecológico localizado en su jurisdicción 
-artículo r-. 

La Corte Constitucional mediante sentencia C-123/14 dijo sobre el partiailar que de acuerdo a la Ley 388/97 a la 
Nación corresponde el señalamiento de la política general en ese campo; al nivel departamental la elaboración 
de las directrices y orientaciones para la organización de su territorio; al nivel metropolitano la formulación de 
los planes integrales de desarrollo metropolitano; y a los municipios y distritos la adopción de los planes de 
ordenamiento territorial en armonía con las políticas nacionales, departamentales y metropolitanas -art. 7". 
Dentro de ese contexto, se define igualmente el plan de ordenamiento territorial (POT) como "el conjunta de 
objetims, directrices políticas, estrategias, metas, programas, actuaciones y normas adoptadas para orientar y administrar 
el desarrollo fisico del territorio y la utilización del suelo" -art. 9°-. También se instituyen las denominados planes 
parciales, entendiendo como tai aquellos instrumentos mediante los cuales se desarrollan y complementan las 
normas que integran los planes de ordenamiento territorial cuando .se trata de determinadas áreas del suelo 
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urbano, áreas incluidas en el suelo de expansión urbana y atiuellas qti<< Mcm d.xarrollarse mediante unidades 
de actuación urbanística, macropro)'ectns u otras operaciones urbana-, espei ialcs art. 19-. 

La regulación sobre ordenamiento terriloiial atañe a aspectos que resultan esenciales para la vida de los 
pobladores del disiritoo municipio, sea qiu> estos se eiu-uenlren en tm área urbana, suburbana o rural. La función 
de ordenamiento territorial, y dentoide ella con esprsial lelevaiura la de deteniiinar los usos dd suelo, afectan 
aspectos axiales a la vida en aMiiunidad y llep.an a determinar el modelo de desarrollo y, por consiguiente, I3.S 
condiciones de vida en as(>ectos como el ei|:onómiay el social, el cultural, el ambiental, el urbanístico, entre otros. 

Al ser estos los aspados que Constitución y ley entienden que confonn.nr el ordenamiento territorial, se 
evidencia la trascendencia de la función asignada a conctíjos di.slrilales y municipales por los artículos 311 y 313 
numeral 7, lo relevante que resulta la participación en la reglamentación de los usos del .suelo por parle de estas 
autoridades y lo fundamental que os que en un Estado unitario, con autononiía de su.s entidades territoriales y 
que adopta como pilar fundamental la participación de sus habitantes en las deci.sione.s que los afectan, se 
entienda el papel de estas corporaciones como un elemento ideníifkmkyr de la esencia y (kícrminador dd dcsarmUo 
práctico del régimen territorial previsto por la Constitución. 

Frente a la comptencia de los municipio.s y distritos, es de suma importancia traer a colación el artículo 313 
numeral 7" de la Constitución Nacional, la atal asigna a los Concejos Municipales la facultad de reglamentar los 
usos del suelo, la cual forma parte de la función de ordenamiento territorial. Se be señalar que tal prerrogativa, 
sin embargo no puede ser ejercida de mánera autónoma, por los concejos municipales por cuanto la misma 
disposición constitucional impone su ejercicio de aaierdo con la Ley. En materia de regulación del uso del suelo 
el ejercido de las competenaas atribuidas por la Constitución a los Concejos Municipales del->e atender el 
marco fijado por el Legislador, Independientemente de que se trate de normas conienida.s en la Ley orgánica 
de ordenamiento territorial o en leyes ordinarias. 

Esta función en cabeza de los concejos tiene armo objetivos, entre otros (Art. U); i) el establedmiento de los 
mecanismos que permitan al municipio, en ejercicio de su autonomía, promover el ordenamiento de su 
territorio, el uso equitativo y racional del suelo, la preservación y defensa del patrimonio ecológico y cultural 
localizado en .su ámbito territorial y la prevención de desastres en asentamientos de alto riesgo, así corno la 
ejecución de acdones urbanísticas eficientes; ii) promover la armoniosa concurrenda de la Nación, las entidades 
territoriales, las autoridades ambientales y las instancias y autoridades administrativas y de planificadón, en el 
cumplimiento de las obligaciones con.stitucionales y legales que prescriben al Estado el ordenanrienlo de! 
territorio, para lograr el mejoramiento de la calidad de vida de sus habitantes; iii) fadlitar la ejecución de 
actuadones urbanas integrales, en las cuales confluyan en forma coordinada la iniciativa, la organizadón y ta 
gestión municipales con la política urbana nacional, asi como con los esfuerztis y reairsas de las entidades 
encargadas del desarrollo de dicha política. 

Sobre lo dicho hasta aquí, ia Corte Constitjudonal señaló en sentencia C-v534/«J6 lo siguiente: 

B« materia de regulación del uso del suelo y preserviición del patrimonio ecológico de ¡os municipios, 
el Congreso, al legislar sobre ¡as mismas con fundamento en la cláusula general de competencia que le 
atribuye la Constitución, debió hacerlo teniendo en cuenta la restricción que reserva para los Concejos 
Municipales la reglamentación de dichos asuntos; esto es, expidiendo una normativa que contenga las 
regulaciones mínimas necesaria^, para cada caso particular, que haga pasible la definición de las 
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urbano, áreas incluidas en el suelo de expansión urbana y aqueilas que deb.m di-sarrollarse mediante unidades 
de actuación urbanística, macmproyecto.s n otras operarioiu's urbanas especiales -art. 19-, 

La regulación sobre ordenamiento territorial atañe a aspectos que resullau esenciaies ¡lara la vida de los 
pobladores del distrito o municipio, sea que estos se encuentren en un ,irea iiittana, suburbana <} rural. La fundón 
de ordenamiento territorial, y dentro de ella con especial relevancia la de deterniinar los usos de! suelo, afectan 
aspectos axiales a la vida en comunidad y llegan a ileterrnin.ir el nunlelo de desarrollo y, por consiguiente, la.s 
condiciones de vida en asf>ectos eotno el ecx)nómia>, el social, el cultural, el ambiental, el tirlaanislíco, entre olrtts. 

Al ser estos los aspectos que Constitución y ley entienden que conforman el ordenamientr» territorial, se 
evidencia la trascendencia de la función asignada a concejos di.stritales y municipales por li« ariícultrs 311 y 313 
numeral 7, lo relevante qito resulta la participación en la reglamentación de ios uso.s del suelo por parle de estas 
autoridades y lo fundamental que es que en un Estado unitario, con autonomía de sus entidades lerritctriales y 
que adopta como pilar fm-idainental la participación de sus habitantes en las deci.siones que los afectan, se 
entienda el papel de estas corporaciones como un elemento idenlificador de la esencia y dcterminador dd desamúh 
pnktico del régimen territorial previsto por la Constitución. 

Frente a la comptencia de los municipios y distritos, es de suma importancia traer a colación el artículo 313 
numera! 7° de ia Constitución Nacional, la cual asigna a los Concejos Munidpales la facultad de reglamentar los 
usos del suelo, la cual forma parte de la función de ordenamiento territorial. Se be señalar que tal prerrogativa, 
sin embargo no puede ser ejerdda de manera autónoma, por los concejos municipales por cuanto la misma 
disposidón constitucional impone su ejerddo de acuerdo con la Ley. En materia de regulación del uso del suelo 
el ejerdcío de las competencias atribuidas por la Constitución a los Concejos Municipales debe atender el 
marco fijado por el Legislador, independientemente de que se trate de normas contenidas en la Ley orgánica 
de ordenamiento territorial o en leyes ordinarias. 

Esta función en cabeza de los concejos tiene como objetívos, entre otros (Art. P): i) el establecimiento de los 
mecanismos que permitan al munidpio, en ejercido de su autonomía, promover el ordenamiento de su 
territorio, el uso equitativo y radonal del suelo, la preservadón y defensa del patrimonio ecológico y cultural 
localizado en su ámbito territorial y la prevención de desastres en asentamientos de alto riesgo, así como la 
ejecudón de acdones urbanísticas efidentes; ii) promover la armoniosa concurrencia de la Nadón, las entidades 
territoriales, las autoridades ambientales y las instancias y autoridades administrativas y de planificación, en el 
cumplimiento de las obligadones constitucionales y legales que prescriben al Estado el ordenamiento del 
territorio, para lograr el mejoramiento de la calidad de vida de sus habitantes; iii) facilitar la ejecución de 
actuadones urbanas integrales, en las cuales confluyan en forma coordinada la iniciativa, la organización y la 
gestión munidpales con la política urbana nadonal, asi como con los esfuerzos y recursos de las entidades 
encargadas del desarroüo de dicha política. 

Sobre lo dicho hasta aquí, la Corte Constítudonai señaló en sentencia C-534/96 lo siguiente: 

En materia de regulación del uso del suelo y preservación del patrimonio ecológico de los municipios, 
el Congreso, al legislar sobre Jas mismas con fundamento en la cláusula general de competencia que le 
atribuye la Constitución, debió hacerlo teniendo en cuenta la restricdón que reserva para los Concejos 
Municipales la reglamentadón de dichos asuntos; esto es, expidiendo una normativa que contenga tas 
regulaciones mínimas necesarias para cada caso particular, que haga posible la defínidón de las 
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condiciones básicas que garanticen la salvaguarda del interés ntuhmal, la cual, no obstante, en ningún 
caso podrá menoscabar el núcleo esencial de la garaníia insiitvcíonal a la autonomía, que ta 
Constitución reconoce para ¡as entidades teiTitoriales. Se iraln de (¡tic el listado, « ír<fí.'ás del legislador, 
(.limpia iOii la cxpcdicioit de una leguiaiton th (anieler miegral que no iiihr¡n'ra m impida el desarrollo de la 
facultad legiamciilaim que el Coif-tituiieiite le WiomH w a lo; inumeipio-; pata lo nial debeia eoitai exlendei :u 
¡htivid.td m'imahca al punto de ahuti la umipeteiuui ¡le los miniieípMs, y que estos asuman la tacnltad 
'egl.ivK'iitaua cu la ptispedtoa Jt qtn e ta leiae 1/ afecta lueiies tiiie eotislitiit/eii un patmmmm naeioniú, que 
(osno tal diiv iip!0,'tiliui-.e v ulili-iwi imiioiiiendo los iiiieiesf, nueunnde: y uvionaie. .olue Iw esim latiwule 
loeatcs 11 hci lio de que la tigisLu toa que piodu 1 a el I dado a tiaoc- del i ongtesu, eii lo reiueioiiado 1 ou et aso 
del suido (I la prok'ecion del patrimonio eeologteo de tos imniicipios, iletni ser irglaiiientada en lo perhiienle por los 
Concejos Mutiieiptdcs, no iinpUcu que desaparezca o se anule tu potestad reglariientaria que la Constttuewti le 
reconoce al Presidente de la Repúhlictt, 

6. La Ley 1454 de 2011 frente a la fundón de reglamentación del uso del suelo en cabeza de los Concejos 
municipales 

En e! presente acápite, analizaremos las funciones asignadas en la ley 1454 de 2011 a los Concejos Municipales 
en materia de reglamentación de usos del suelo. 

Tal como lo hemos expuesto a lo largo de la presente demanda, mediante el artículo 29 de la Ley 14.54 de 2(311 
se distribuyen las competencias en materia de ordenamiento dei territorio entre la Nadón, los Departamentos, 
los Di.stritos y los Municipios. 

En reladón con las competencias de los Munidpios 3' Distritos, el artículo 29 de la ley 1454 de 2011, establece 
que les corresponderá, lo siguiente, a saber: 

3. De los Distritos Espedales 

a) Dividir el territorio distrital en localidades, de acuerdo a las características sociales de sus habitantes 
y atribuir competendas y funciones administrativas. 

b) Organizarse como áreas metropolitanas, siempre que existan imas relaciones físicas, sociales y 

económicas que den lugar al conjunto de dicha característica y coordinar el desarrollo del e.spacio 

territorial integrado por medio de la racionalización de la prestación de sus servidos y la ejecución de 

obras de interés metropolitano. 

c) Dirigir las actividades que por su denominación y su carácter les corresponda. 

4. Del Munidpio 

a) Formular y adoptar los planes de ordenaróiento del territorio. 

b) Reglamentar de manera específica los usos del suelo, en las áreas urbanas, de expansión y rurales, 

de acuerdo con las leyes. 
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c) Optimizar los usos de las tierras ilisponíbles y «xirdinar los planes sectoriales, en armonía con las 
políticas nacionales y los planes departamentales y metropolitanos. 

De la lectura de la citada disposición normativa encontramos que la ley orgánica de ordenamiento territorial 
establece que le corresponderá a los Municipios y Distritos fegl.unentar los u.sos del sudo en las áreas urbanas, 
de expansión y rurales, de conformidad con la ley. 

De lo anterior, vale la pena prect.sar ipie, p,m des.irrollar las competencias establecidas respecto a la 
reglamentadón de usas dd sudo, d artículo 30 de la ley 388 dv 1997 señaló ijue en los Planes de Ordenamiento 
Territorial .se clasificará el territorio de lo.s Munidpios y Distritos en sudo urbano, rural y de expansión urbana, 
Al interior de e.stas clases pixlrán establecerse catcgtirías de suburbano y de protección, de conformidad con los; 
criterios generales desarrollados en la misma ley 388 de 1997. 

Ahora bien, para efectos de la calificación del suelo a través del régimen de usas de! suelo correspondiente, d 
articulo 2.2.1,1 del decreto 1077 de 2015, definió el uso del suelo como la destinación asignada al .suelo por el 
plan de ordenamiento territorial o los instrumentos que lo desarrollen o complementen, de conformidad con las 
actividades que se puedan desarrollar sobre ei mismo. Los usos pueden ser principales, compatibles, 
ramplementarios, restringidos y prohibidos. 

Según el mismo artículo 2.2.1.1 del decreto 1077 de 2015, el uso principal es el uso deseable que coincide con la 
función específica de la zona y que ofrece mayores ventajas para el desarrollo sostenible; el uso compatible o 
complementario es aquel que no se opone al principal y concuerda con la potencialidad, productividad y 
protecdón del suelo y demás recursos naturales; el uso restringido o condicionado es aquel que presenta algún 
grado de incompatibilidad urbanística y/o ambiental que se puede controlar de acuerdo con las condiciones que 
impongan las normas urbanísticas y ambientales; y el uso prohibido es aquel uso incompatible con el uso 
principal de una zona, con los objetivos de conservadón ambiental y de planificadón ambiental y territorial y 
por consiguiente implica grave riesgos de tipo ecológico y/o social. 

Adidonalmente, es menester precisar que, el régimen de uso del suelo también viene a determinar las 
actividades que se pueden adelantar, tipos de establecimiento requerido para ello; definiendo el nivel de 
intensidad o aprovechamiento urbanístico, cobertura o radio de acción. 

Así las cosas, podemos concluir que desde la ley 1454 de 2011 también se les atribuye expresamente a los 

Municipios y Distritos ia facultad de deddir, a través de la reglamentación correspondiente, acerca de la 

destinación que se debe asignar al suelo de sus territorios, precisando las actividades, la intensidad, cobertura o 

radio de acción en que deben adelantarse; según la función específica de la zona, la potencialidad, productividad 

y protección del suelo y de los recursos naturales; atendiendo los objetivos de conservación ambienial, 

planificación territorial, entre otros. 

7, Caso concreto 

La norma demandada es contraria al artículo 313. 7 de la C.N. por cuanto limita injustificadamente la iacuUad 

de los Concejos Municipales o Distritales en el ejercido de las competencias constiUtcionales de reglamentación 

del uso del suelo, ai desbtrrdar la facultad legislativa (Competencia legislativa restringida) más alia de su 
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regulación minima necesaria para que se ejerza por parte de los concejos su competencia expresamente señalada 
en la Constitudón. I 

Sin perjuido de que la Ley Orgánica de Ordenamiento Territorial pueda .señalar competendas en materia de 
ordenamiento territorial en cabeza de los Departamento.s, esta ley lo que no puede hacer es desnaturalizar, 
desvirtuar o condicionar las competencias expresamente delimitadas en la constitución mediante el artículo 
313.7. ¡ 

En otras palabras, como la LOOT a través de su literal a numeral 2 del artículo 29, señala que mediante directrices 
y orientadones el Departamento dclerniiiia los escenarios de u.so y ocupación del espacio, resulla evidente que el 
ejerdcio de esta competencia afecta el núcleo esencial de la facultad de reglamentadón de uso de suelo en cabeza 
de ios municipios o distrito.s, teniendo en cuenta que la constitución nacional explícitamente le atribuye la 
competencia de reglamentadón del uso del suelo a los Concejos Munidpales o Distritales y no es posible ejercer 
esta facultad plenamente si el departamento es quien resulta determinando los escenarios de u.so y ocupación, 
pues se condiciona la facultad de reglamentación de usos en cabeza de los municipios o distritos. 

La Constitución Nacional ordena que determinados asuntos se tramiten a través de Leyes de ordenamiento 
territorial. Los asuntos que regula una ley de ordenamiento territorial son (i) la estructura territorial y la 
organización de los poderes ptiblicos en ñmción del territorio, de forma que se incluya la definición de las 
condiciones y requisitos de existenda de las entidades territoriales y de dertas divisiones administrativas dei 
territorio, así como su régimen jurídico básico; en segundo lugar (ii) los mecanismos de partidpación 
reladonados con el ordenamiento territorial a partir de los cuales se dedda la incorporación y pertenenda a una 
división territorial; y por último (iii) la asignación de competencias normativas y no normativas a las entidades 
territoriales, así como la distribudón de competendas entre la Nación y estas entidades, lo cual supone el 
establedmiento de ciertos mecanismos para dirimir los conflictos de competencia que se puedan presentar. NO 
ES VALIDO EL ARGUMENTO QUE POR QUE LA CONSUTUCIÓN ORDENA EXPEDIR UNA LOOT 
NECESARIAMENTE LOS DEPARTAMENTOS TIENEN COMPETENCIAS PARA REGULAR USO DE SUELO 
O INCIDIR EN LA COMPETENCIA PARA L4 RECULAOON DEL USO DEL SUELO. 

Es importante señalar que si mediante la ley se permite que los Departamentos determinen, asi sea mediante 
directrices y orientadones, la vocadón de uso y ocupadón de la totalidad o perdones espedficas de su territorio, 
la competenda de los Distritos y Munidpios de reglamentación de uso del suelo de sus territorios resulta 
afectada en su núcleo esendal; porque con ello, los Departamentos están delimitando, la utílizadón del territorio 
de los Municipios y Distritos. 

No suponemos en esta demanda nada que no esta en la norma demandada, pues el termino Directriz, de acuerdo 
con la Real Academia Española, significa "instrucción o norma que ha de seguirse en la ejecución de algo", de tal modo 
que, el articulo 29 de la ley 1454 de 2001. establece que los Departamentos se encuentran facultados para expedir 
instrucciones o normas, es dedr mandatos, con el fin de determinar o deddir acerca de los escenarios de uso y 
ocupadón del territorio de los Departamentos, 

De esta forma, podemos evidendar que las directrices cuya finalidad es determinar los escenarios de uso y 
ocupadón del territorio de los Departamentos, tienen el alcance de condidonar la destinadón que los Munidpios 
o Distritos, que integran el territorio del Departamento correspondiente, decidan asignar a su propio suelo a 
través de los planes de ordenamiento territorial o los instrumentos que los desarrollen o complementen. Es decir 
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qügja£art|vidades_g^ U>rjo_Mun o Distrital serán aquellas que se 
§jüMg!LaJos.esoínano^^ 

Lo dicho aquí se soporta en io señalado por la Corle Constitucional en sentencia C-534/%, así: En materia de 
regulación dd usa dei suelo y presenmaúii del patrinionm ecológico de los municipios, el Congreso, al legislar sobre las 
mismas con fundamento en ¡a cláusula general de compciencia que le atribuye ¡a Constitución, debió hacerlo teniendo en 
cuenta la restricción que reserva para los Concejos Municipales la rcglamcnlación de dichos asuntos; esto es, expidiendo 
una normativa que contenga las regulaciones mínimas necesarias para cada caso particular, que haga posible la definición 
de las condiciones básicas que garanticen la salvaguarda del interés nacional, ta cual, no obstante, en ningún caso podrá 
menoscabar el núcleo esencial de la garantía institucional a la autonomía, que la Constitución reconoce para las enlidadcs 
territoriales. 

Por lo anteriormente señalado, le solicitamos muy respetuosamente a la Honorable Corte Constítucional se sirva 
retirar del sistema jurídico la norma demandada. 

VII. PRETENSIÓN 

En la presente acdón pública de inconstitudonalidad se plantea como pretensión lo siguiente: 

Que se dedare la inexequibilidad pardal del artículo 29 de la ley 1454 de 2011 que textualmente señala lo 
siguiente: (se resalta la parte que se solicita la dedaratoria de inexequibilidad): 

Artículo 29. Distribución de competencias en materia de ordenamiento del territorio. Son competendas de la 
Nadón y de las entidades territoriales en materia de ordenamiento del territorio, las siguientes: 
2. Del Departamento 
a) Establecer directrices y orientadones para el ordenamiento de la totalidad o porciones especificas 
de su territorio, especialmente en áreas de conurbadón con el fin de determinar los escenarios de 
uso y ocupadón del espado, de acuerdo con el potendal óptimo del ambiente y en fundón de los 
objetívos de desarrollo, potendalidades y limitantes bíofisicos, económicos y culturales. 

VIH. NOTIFICACIONES 
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Aitituto 68 Decreto-Ley 960 de 1970 y Decreto 1009 de Z015 

I cu. 1) 9 juiir i' 

\¡ i I I I I 1 I I t li I 
• n _i p.i.scnte J(,..,.ii,..-,i,j -,.. ..u,3 

I I u h •cul 
d I! I fji I 1 ? 11¿ í' 

i.outeiudo es cierto. 
1 Al, / y decíaró 

Fii 111,3 autógrafa 

Lonfornie al .Articulo 18 del DGcreto-Ley, 019 de 2012, el compareciente fue identificado mediante 
cotejo biométnco en linea de su hueSia dkctilar con la información biográfica y biométrica de ¡a base 
dé datos de la Registraduria Nacional dei Estado Civil. 
Acoíde a ta autorización del usuario, se idio tratamiento legal relacionado con la protección de sus 
datos personales y las políticas de seguridad de la información establecidas por la Registraduria 
Nacional del Estado Civil. i 

Este folio se .asocia al documento de ACCION PUBLICA DE INSCONSmUClCNALlDAD CONTRA EL 
ARTÍCULO 29 (PARCIAL) DE LA LEY 1459 QE 2011. 

Cetiíio C.íilfc veiez Danies No. 4-17 y 4-21 Tels; 6643126 - 6646405 Cartagena de indias. Colombia 
_____ wwv7.notana2csrtagena.com 
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